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EJ Ministro de Asuntos Exteriores,
FRANOSCO FERNANOEZ OROOÑEZ

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 14 de ooviembre de 1983, el PlenipOtenciario
de EsPaña firmó en Bono, juntamente con el Plenipotenciario de la
República Federal de Alemania, nombrados ambos en buena y
debida forma al efecto, el Convenio entre España y la República
Federal de Alemania sobre reconocimiento y ejecución de resolu·
ciones y transacciones Judiciales y documentos públicos con fuerza
ejecutiva en materia CIvil y mercantil,

Vistos y examinados los veintiocho artículos del Convenio,
Concedida por las Cones Generales la autorización prevista en

el anículo 94.1 de la Constitución,
Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en

virtud del presente lo apruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo,
observarlo y hacer que se cumpla y observe puntualmente en todas
sus partes, a cuyo fin, para su mayor validación y finneza, mando
expedir este Instrumento de Ratificación finnado por Mi, debida~
mente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro de Asuntos
Exteriores.

Dado en Madrid a 18 de enero de 1988.

JUAN CARLOS R.

3900

JEFATURA DEL ESTADO
INSTRUMENTO de Ratificación del Convenio entre
España y la República Federal de Alemania sobre
reconocimiento y ejecución de resoluciones y transac­
ciones judiciales y documentos públicos con fuerza
ejecutiva en materia civil y mercantil, finntido en
Bonn el J., de noviembre de J983 Y acta de canje
correspondiente. firmad¡¡ en Madrid el 19 de enero
de 1988.

1. Por «resolución»:
a) Toda decisión judicial, cualquiera que sea su denomi­

nación.
b) Los acuerdos de un funcionario competente. judicial o

coadyuvante de los Tribunales, mediante los cuales se fije el
importe de los alimentos, y las órdenes de ejecución ya firmes
expedidas por el mismo.

e) Los acuerdos de los Tribunales u otras Autoridades compe­
tenles de cada Estado en virtud de los cuales se fije la cuantía de
las costas del procedimiento. a condición de que desarrollen una
decisión susceptible de ser reconocida o ejecutada en virtud de este
Convenio y de que bubieran podido ser impugnados judicialmente.

2. Por «Estado de origen», el Estado en cuyo territorio el
Tribunal o Autoridad de origen tenga su sede o ante cuyos
Tribunales o Autoridades se formalice el documento con fuerza
ejecutiva.

3. Por «Tribunal o Autoridad de origen», aquel que haya
dictado la resolución o ante el que se baya verificado la transacción
de cuyo reconocimiento o ejecución se trate.

4. Por «Estado requerido», aquel en cuyo territorio tenga lugar
el reconocimiento o se solicite la ejecución.

5. Por «Tribunal O Autoridad requerida», aquel ante el que se
solicite el reconocimiento o ejecución de la resolución. la transac·
ción o el documento con fuerza ejecutiva.

ARTicuLO 3

Las disposiciones del presente Convenio no se aplicarán:

1) A las resoluciones recaídas en un procedimiento de quiebra
o concurso de acreedores. en un previo procedimiento conciliato­
rio. o en cualquier otro procedimiento análogo, incluidas las
resoluciones que en dichos procedimientos decidan sobre la validez
de actos juridicos que afecten a los acreedores.

2) A las resoluciones en materia de seguridad social.
3) A las resoluciones en materia de responsabilidad nuclear.
4) Al arbitraje.
S) A las resoluciones cautelares, medidas provisionales.

embargos preventivos y arrestos.

CONVENIO ENTRE ESPAÑA Y LA REPUBUCA FEDERAL
DE ALEMANIA SOBRE RECONOCIMIENTO Y EJECU­
aON DE RESOLUCIONES Y TRANSACCIONES JUDICIA·
LES y DOCUMENTOS PUBLICOS·CON FUERZA EJECU-

TIVA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL

ESPAÑA

Y
LA REPUBLlCA FEDERAL DE ALEMANIA

Animados por el deseo de regular el reciproco reconocimiento
y ejecución de las resoluciones judiciales y otros titulas ejecutivos
en materia civil y mercantil, han convemdo lo siguiente:

CAPITULO PRIMERO .

Am.bito de aplk"dón del Convenio

ARTícULO 1

1) Las resoluciones de los Tribunales de un Estado contra~
tante, en materia civil o mercantil. que decidan sobre peticiones de
las partes en un procedimiento contencioso o voluntario. se
reconoceran y ejecutarán en el otro Estado con arreglo a las
disposiciones del presente Convenio.

2) Se equiparan a las resoluciones judiciales las transacciones
judiciales y los documentos públicos con fuerza ejecutiva.

3~ Las rtSct.l!ciQues.e.n. rnl.'.e.ri.-!-ci'!-il.Q-m.er-~ant!.! r'X!!rla~ en un
procedimiento penal se considerarán incluidas dentro del ámbito
de aplicación del presente Convenio.

ARTIcULO 2

A los efectos del presente Convenio, las siguientes expresiones
se entenderán como se precisa a continuación:

CAPlTUW"

Reconocimiento de resolnciones Indicial..

ARTicuLO 4

Las resoluciones de los Tribunales de una de las Partes
contratantes serán reconocidas en el territorio de la Otra:

l. Si el Tribunal del Estado de origen fuese competente
conforme a lo dispuesto en los artículos 7 Y 8 del presente
Convenio; y

2. Si en el Estado de origen la resolución hubiera ganado
firmeza.

ARTicULO S

1) El reconocimiento únicamente podrá ser denegado:
t. Si la resoluci6n fuese manifiestamente contraria al orden

público del Estado requerido.
2. Cuando un procedimiento entre las mismas partes, fundado

en los mismos hechos. y con el mismo objeto estuviera pendiente
ante un Tribunal del Estado requerido y el proceso se hubiera
incoado con anterioridad ante dicho Tribunal.

3. Si la resolución estuviera en contradicción con otra resolu­
ción finne recaída entre las mismas partes en el Estado requerido.

2) Si el demandado no hubiese comparecido en el proceso.
podrá también denegarse el reconocimiento de la resolución en los
si~uientc:.!i C3SQS.;••.••. -.••••...__._ ••.~ ••...__ .~ ••._••. _ ._••••.•._•.• _ .•.••_.__

1. Cuando de la demanda o escrito inicial:
a) No se hubiese dado traslado al demandado conforme a las

Leyes del Estado de orisen, o
b) Se hubiese dado traslado al demandado sin respetar lo

dispuesto en un Convenio internacional en vigor para ambas
Partes, o
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e) Se hubiese dado ttaslado al demandado conforme a las
Leyes del Estado de origen, pero los Tribunales del Estado
requerido c:onsiderasen insuficientes el plazo de c:omparecencia o
de l;jlntestación.

cuando el demandado demosttara que no ba podido defendene
porque, sin culpa suya, el escrito no hubiese negado a su poder o
no hubiese negado c:on la debida antelación.

ARTICULO 6

1) El rec:onocimiento no podrá ser denegado por el solo
motivo de que el Tribunal que haya dictado la resolución hubiera
aplicado una Ley distinta a la Que hubiese correspondido de
acuerdo con las normas de Derecho Internacional Privado del
Estado requerido.

2) Sin embargo, el rec:onocimiento podrá ser denegado por
dicho motivo si la resolución viene detenninada por la valoraCión
de la situación matrimonial, su régimen económico, relaciones
familiares, capacidad, representación lepI. derechos sucesorios y
declaración de ausencia o de fallecimIento de un nacional del
Estado requerido. salvo que se hubiese llegado a igual resultado de
aplicar las normas de Derecho Internacional Privado del Estado
requerido. Este mismo criterio regirá para las resoluciones relativas
a la capacidad juridica o de obrar de las personas jurídicas que
tengan su domicilio o establecimiento principal en el Estado
requerido.

ARTicULO 7

J) Sin peIjuicio de lo dispuesto en el artículo 8, la competencia
de los Tribunales del Estado de origen será reconocida a los efectos
del artículo 4, apartado 1.

1. Si, en el momento de la iniciación del procedimiento, el
demandado tuviera su domicilio o residencia habitual en el Estado
de origen, o, tratándose de personas juridicas, su domicilio o
establecimiento principal.

:l. Si, en el momento de la iniciación del procedimiento, el
demandado tuviese en el Estado de origen un establecimiento
mercantil o una sucursal y hubiera sido demandado en dicho
Estado en litigio relativo a la actividad de aquellos establecimientos
o sucursales.

3. Si mediante acuerdo las partes se hubieran sometido a la
competencia de los Tribunales del Estado de origen para la
resolución de determinadas cuestiones lItigiosas, a menos que tal
acuerdo no estuviese permitido por las Leyes del Estado requerido.
Sólo existirá acuerdo en el sentido de esta disposición, si la
sumisión hubiere sido concertada por escrito, o confirmada de ese
modo, en caso de haber sido verbal.

4. Si el demandado, sin estar fundada la c6mpetencia del
Tribunal del Estado de origen, se hubiese opuesto al fondo del
litigio sin oponerse a aquélla, a no ser que una sumisión convencio­
nal fuese improcedente SC$Ún las Leyes del Estado requerido. No se
considerará que la oposiCión a la demanda implica aceptación de
la competencia en los casos en que el demandado, en el momento
procesal oportuno, hubiese declarado que interviene en el procedi­
miento solamente en orden a los bienes situados en el Estado de
origen, para oponerse al embargo de bienes o para obtener el
alzamiento del mismo.

S. Si, tratándose de una reconvención, el Tribunal del Estado
de origen hubiera sido competente, con arreglo a este artículo, para
conocer de la demanda principal, y si la reconvención guardara
relación con la acción ejercitada en la demanda principal o con los
recursos u otros medios de defensa utilizados contra aquélla.

6. Si con la demanda se solicitase una indemnización o
restitución como consecuencia de haber prosperado total o parcial­
mente en el Estado de origen un recurso de revisión contra una
resolución de ese mismo Estado, ejecutada en el Estado requerido.

7. Si la demanda tuviera por objeto un contrato o una acción
derivada de un contrato y la obligación litigiosa hubiera sido
cumplida o hubiera de serlo en el Estado de origen, siempre que,
según la Ley del Estado requerido, tal acuerdo pudiera ser
detenninante de la competencia. Sólo existe acuerdo en el sentido
de esta disposición si hubiese sido concenado por escrito o
confirmado de ese modo, en caso de haber sido verbal.

8. Cuando el lugar de la prestación de los servicios se
encontrara en el Estado de origen, si el objeto de la demanda fuera
la existencia o no de una relación de trabajo u otros conflictos
jurídicos derivados de dicha relación.

9. En el supuesto de que la demanda se fundara en un acto
ilícito o en un acto equiparado al ilícito por el Derecho del Estado
de origen, si la acción hubiese ocurrido o el resultado se hubiera
producido en dicho Estado de origen.

10. Si la demanda se fundara en una acción ilícita dentro del
tráfico mercantil, o en el quebrantamiento de patente, modelo de
utilidad, marca, ~rantía de calidad, dibujo, modeJo, o derecho de
autor, o en la leSión del derecho de patente, modelo de utilidad o

garantía de calidad en el Estado de origen y el resultado dañoso se
hubiese producido en dicho Estado.

11. Si en la demanda se hubiera ejercitado una acción relativa
a un inmueble o a un derecho sobre un bien de esa clase, y el
mismo estuviera situado en el Estado de origen.

12. Si el objeto de la demanda fuera una acción de alimentos
y el presunto alimentista tuviese en el momento de la apertura del
Juicio su residencia o domicilio habitual en el Estado de origen.

13. Si, en cuestiones sucesorias, el causante hubiese sido
nacional del Estado de origen O hubiese tenido en éste su último
domicilio o residencia habitual, independientemente de que los
bienes objeto de la sucesión sean muebles o inmuebles.

14. Si la persona contra la que se pide el reconocimiento
hubiese sido demandante en el procedimiento ante un Tribunal del
Estado de origen y hubiera sido desestimada la demanda, a menos
que el D<-recho del Estado requerido se oponga a esta competencia
por razón de la materia.

2) Sin embargo, no se reconocerá la competencia de los
Tribunales del Estado de origen en los casos en que, según el
Derecho del Estado requerido, sus Tribunales o los de un tercer
Estado tuviesen competencia exclusiva para conocer de la demanda
origen de la resolución.

ARTIcULO 8

1) En todas las cuestiones relativas al matrimonio, 8 las
relaciones familiares, a la capacidad jurídica o de obrar, a la
representación legal, en las que participe un nacional de una de las
Partes contratantes, se considerarán competentes, a los efectos del
artículo 4, apartado 1, los Tribunales del Estado de origen, si el
demandado al iniciarse el procedimiento era nacional del referido
Estado o tenía en el mismo su domicilio o residencia habitual.

2) En cuestiones de matrimonio se reconocerá además la
competencia de los Tribunales del Estado de origen, si una de las
partes poseía, en el momento de iniciarse el procedimiento, la
nacionalidad de uno de los Estados contratantes, si am9as partes
han tenido su última residencia habitual común en el Estado de
origen y si el demandante al iniciarse el procedimiento tenía su
residencia habitual en el mismo.

3) En cuestiones de matrimonio se reconocerá asimismo
competencia a los Tribunales del Estado de origen cuando los
cónyuges tengan su residencia habitual en un tercer Estado, siempre
que el demandante, en el momento de la iniciación del procedi·
miento, sea nacional del Estado de ori~en y el demandado sea
nacional de un Estado distinto al requendo.

ARTicULO 9

1) Si la resolución dietada en una Parte contratante se
pretende reconocer en la otra, sólo se podrá comprobar si se reúnen
las condiciones del artículo 4 y si existe alguna de las razones de
denegación mencionadas en los artículos 5 y 6.2. Excepto en lo
señalado con anterioridad, la resolución no podrá ser sometida a
ulterior control.

2) En la apreciación de la competencia del Tribunal de origen
(artículo 4.1), el Tribunal del Estado requerido estará vinculado por
las declaraciones de hecho en que dicha autoridad fundó su
competencia, excepto cuando se trate de una resolución en rebeldía.

ARTicULO 10

1) Las resoluciones dietadas en uno de los Estados contratan­
tes serán reconocidas en el otro sin necesidad de procedimiento
especial, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes.

2) Si se pIdiese el reconocimiento en un litigio ante un
Tribunal de un Estado contratante, cuya resolución dependiera de
dicho reconocimiento, este Tribunal será competente para conocer
del mjsmo.

3) Cuando e] reconocimiento de una decisión constituye como
tal el objeto de) litigio, la parte que 10 pretende puede solicitarlo
siguiendo el procedimiento regulado en el capítulo tercero.

4) Sin perjuicio de )0 dispuesto en los apartados 1 a }, .cada
una de las Partes contratantes podrá establecer un procedll~lIento

especial simplificado de reconocimiento en cuestiones relauvas al
matrimonio y las relaciones familiares. En cualquier caso, el
demandante no deberá encontrarse en situación menos favorable
que la que le correspondería con arreglo a ]0 establecido en los
artículos 13 y 14.

CAPITUW 111

l. Ejecución de resoluciones judiciales
ARTicULO 11

Las resoluciones de los Tribunales de una de las Partes
contratantes deberán ser admitidas a ejecución en la otra por un
procedimiento rápido y sencillo:
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l. Si fuesen ejecutorias en el Estado de origen.
2. Si cumpliesen las condiciones exigidas para su reconocí·

miento en el Estado requerido.

ARTIcuLO 12

El procedimiento para la admisión de la ejecución de resolucio­
nes judiciales y la posterior ejecución se regirán por el Derecho del
Estado requerido SIempre que el presente Convenio no estipule otra
cosa.

ARTIcULO 13

1) Ninguna caución ni depósito, sea cual fuere su denomina­
ción podrá ser exigido para garantizar el pago de costas, por razón
de la nacionalidad o domicilio del solicitante, si éste tuviese su
residencia habitual -o, tratándose de personas jurídicas, su estable­
cimiento principal- en el Estado de origen.

2) Si la solicitud de exequatur fuera desestimada, la resolución
será reconocida y ejecutada en el otro Estado sin entrar a examinar
la competencia.

ARTicULO 14

Si la parte que solicitara la ejecución hubiese disfrutado del
beneficio de /'usticia gratuita en el Estado de origen, gozará
igualmente de mismo, de acuerdo con la normativa del Estado
requerido, tanto en el procedimiento de exequatur de la resolución
como en la propia ejecución forzosa.

ARTicULO 15

La solicitud de exequatur podrá ser representada por toda
persona que en el Estado de origen pueda deducir derechos de la
resolución de que se trate.

ARTíCULO 16

l) La parte que solicite la ejecución deberá presentar:

1. Testimonio literal de la resolución fundada.
2. Documento o documentos judiciales en los que conste que

la resolución no puede ser objeto de recurso ordinario y es
ejecutiva. conforme al Derecho del Estado de origen.

3. Original o copia auténtica del aeta de notificación o de otro
documento en el que conste que la resolución ha sido notificada a
la parte contra la que deba lleva.... a efecto la ejecución.

4. Original o copia auténtica del documento o documentos de
los que resulte que el escrito, que sirva para iniciar el procedi.
miento, ha sido debidamente trasladado al demandado, en el
supuesto de que el mismo no hubiese comparecido en el procedi.
mIento en el que se hubiese dictado la resolución.

5. En caso necesario, documento o documentos mediante los
cuales se pruebe que en el Estado de origen el solicitante goza del
beneficio de justicia gratuita.

6. Traducción de los documentos mencionados en los aparta·
dos precedentes. en la lengua del Estado requerido, certificada
conforme por traductor jurado, por Agente diplomático o consular,
o por cualquier otra persona autorizada al efecto, en cualquiera de
los dos Estados.

2) Los documentos enumerados anteriormente están dispen­
sados de legalización y de cualquier otra formalidad.

3) La solicitud no se admitirá a trámite en tanto no se aporten
los documentos enumerados en el párrafo 1) del presente artículo.

ARTICULO 17

Si la solicitud fuera admitida a trámite, el Tribunal requerido
habrá de limitarse a examinar si se dan las condiciones del
artículo 4 y si existe alguna de las razones de denegación a las que
se refieren los artículos 5 y 6.2.

ARTicULO 18

El Tribunal requerido podrá admitir la ejecución parcial de una
resolución.

l. Si la resolución se re:fiere a una o a varias peticiones y el
solicitante pidiese su admisión sólo respecto a una o algunas de las
peticiones o a una de sus partes.

2. Si la resolución se refiere a una o varias peticiones y la
solicitud sólo estuviera fundada respecto a una o algunas de las
peticiones o a una de sus partes.

ARTiCULO 19

Si se otorgara el exequatur a la resolución, el Tribunal. en caso
necesario, tomará al mismo tiempo las medidas pertinentes para su
ejecución.

11. Ejecución de transacciones jud1clal.. y documentos públicos
con roerza ejecutiva

ARTI"ULO 20

1) Las transacciones judiciales y los documentos públicos
mencionados en el artículo 1.2 serán reconocidos y ejecutados en
la otra Parte contratante como resoluciones judiciales, si en el
Estado de origen son ejecutivos.

2) Para la admisión de la ejecución y el procedimiento se
aplicarán por analogía los artículos II a 16 y 18.

3) El Tribunal requerido deberá limitarse a comprobar:

1. Si se han presentado los documentos necesarios.
2. Si la ejecución es manifiestamente contraria al orden

público del Estado requerido.

CAPITULO IV

Litispendencia y transferencia

ARTIcuLO 21

1) Los Tribunales de una de las Partes contratantes declara.
rán, en su caso, que no es admisible o, si 10 consideran oportuno,
suspenderán temporalmente la tramitación de una demanda,
cuando exista otra demanda fundada en los mismos hechos, con el
mismo objeto y entre las mismas partes ante un Tribunal del otro
Estado y pueda dictarse una resolución susceptible de ser recono­
cida y ejecutada en virtud del presente Convenio.

2) Sin embargo, los Tribunales de una de las Partes contratan­
tes podrán, en caso de urgencia, decretar las medidas provisionales
o cautelares previstas en su legislación, cualquiera que sea el
Tribunal que conozca del fondo del litigio.

ARTicULO 22

Las Partes contratantes facilitarán, con arreglo a su legislación
interna, las transferencias económicas, objeto de la ejecución, que
puedan derivarse de la aplicación del presente Convenio.

CAPITUWV

Disposlclon.. Ilna1..

ARTicuLO 23

1) El presente Convenio no afectará a otros Acuerdos que
regulen en sectores particulares el reconocimiento y ejecución de
resoluciones judiciales y otros títulos ejecutivos, en vigor entre
ambas Partes.

2) El presente Convenio no afectará a las normas más favora~

bies de Derecho interno de las Partes contratantes que faciliten el
reconocimiento y ejecución de las resoluciones y transacciones
judiciales y documentos públicos con fuerza ejecutiva.

ARTICULO 24

1) El presente Convenio solamente se aplicará a las resolucio­
nes Judiciales que adquieran firmeza después de la fecha de su
entrada en vigor, y a las transacciones judiciales y documentos
públicos con fuerza ejecutiva otorgados a partir de dicha fecha.

2) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, el
presente Convenio se aplicará asimismo a las resoluciones en
cuestiones de matrimomo '1 relaciones familiares que hubieran
adquirido firmeza con antenoridad a su entrada en vigor, siempre
que no se hayan pronunciado en rebeldía.

ARTIcULO 25

El presente Convenio se aplicará también al Land Berl!n en
tanto que el Gobierno de la República Federal de Alemama no
haga una declaración en contrario al Gobierno español, dentro de
los tres meses siguientes a la entrada en vigor del presente
Convenio.

ARTICULO 26

Las dificultades derivadas de la aplicación e interpretación del
presente Convenio se resolverán por vía diplomática.

ARTICULO 27

1) El presente Convenio está sujeto a ratificación. El canje de
los Instrumentos de ratificación tendrá lugar en Madrid a la
brevedad posible.
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ACTA

Primero.-El porcentaje a incrementar el presupuesto de ejecu­
ción material de las obras que realice este Departamento para
obtener el presupuesto por contrata. en concepto de gastos genera.
les a que se refiere el artículo 68, apartado 1, a), del Reglamento
General de Contratación del Estado, en su redacción dada por el
Real Decreto 982/1987, de 5 de junio, se fija con carácter general
en el 13 por lOO.

Se8undo.-Quedan derogadas las disposiciones de i8ual o infe­
rior rango que se opongan a lo dispuesto en la presente Orden.

Tercero.-La presente disposición entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletin Oficial del Estado~.

Madrid, 2 de febrero de 1988.

MINISTERIO
DE OBRAS PUBLICAS

Y URBANISMO

limos. Sres. Subsecretario, Secretario general técnico y lArectores
generales del Departamento.

FERNANDEZ ORDOÑEZ

Reglamento Genera! de Contratación del Estado, relativos a!
cálculo de precios de las distintas unidades de obra y determinación
del presupuesto de ejecución material y de ejecución por contrata
de las obras, como consecuencia de la exclusión en las distintas
partidas del Impuesto sobre el Valor Añadido, que debe figurar en
todo caso como partida independiente,

De conformidad con ello, se determina que cada Departamento
ministerial fijará un poreen~e comprendido entre el 13 y el 17
por 100, en concepto de gastos generales de la Empresa, pstos
flOancieros, cargas fiscales (Impuesto sobre el Valor Añadido
excluido), Tasas de la Administración que inciden sobre el coito de
obras y demás derivados de las obliaaciones del contrato.

Realizados los estudios pertinentes, de conformidad con la
propuesta de la Direeción General del Servicio Exterior y de
acuerdo con el dictamen de la Junta de Compras y Mesa de
Contrataciones,

Este Ministerio ha dispuesto:
Por la Repúbliea Federal

de Alemania,
Hans Werner Laulensch/ager

Secretario de Estado del Ministerio
Federal de Asuntos Exteriores

Hans A. Engelhard
Ministro Federal de Justicia

Fernando Ledesma Bartrn
Ministro de Justicia

2) Este Convenio entrará en vi¡or noventa días después de la
fecha del caqje de los instrumentos de ratifICaCión.

ARTIcULO 28

1) El p,...,nte Convenio tendrá duración ilimitada. Podrá ser
denunciado por escrito en cualquier momento. Sus efectos cesarán
seis m.... después del día de la recepción de la denuncia por el
Ministerio de Asuntos Exteriores de la otra parte.

2) El Convenio continuará siendo aplicable a las solicitudes de
rec-onocimiento O de ejecución presentadas antes de la fecha en que
surta efectos la denuncia.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios firman el presente
Convrnio. hecho en dos originales. en español y en alemán,
igualmente auténticos, en la ciudad de Bonn, el 14 de noviembre
de 1983.

Por España,

En el día de hoy se ha procedido al intercambio de los
Instrumentos de Ratificación del Convenio sobre reconocimiento y
ejecución de resoluciones '1 transacciones judiciales y documentos
públicos con fuerza ejecutiva en materia civil y mercantil entre el
Reino de España y la República Federal de Alemania, firmado el
14 de noviembre de 1983, en Bonn.

Con motivo de este acto se realiza una declaración conjunta con
la finalidad de alcanzar una interpretación común del articulo 2,
apartado 1 b) que se recoge en el presente acta:

AA los efectos del artículo 2, apartado 1, se entenderán por
"resoluciones judiciales" tanto las decisiones adoptadas por los
juece5 como las decisiones adoptadas por los funcionarios compe­
tentes, judiciales o coadyuvantes de los Tribunales ("·Rechtspfle·
ger"). La referencia especial a los acuerdos de estos últimos,
contenida en el artículo 2, apartado 1, letra b), únicamente tiene
por objeto prevenir los eventuales equívocos Que podrían llegar a
producirse por el hecho de Que en España se desconoce la
institución del ··Rechtspfleger". La definición exacta de la figura del
"Rechtspf1eger" reza en lengua española "funcionario de la admi­
nistración judicial con detenninadas funciones jurisdiccionales".»

Ambas Partes se congratulan deJ feliz término de la negociación
y de la tramitación de este Tratado que colaborará al refuerzo de
las relaciones de orden jurídico entre los dos países.

Madrid, 19 de enero de 1988.

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

3901 ORDEN de 2 de febrero de 1988 por la que se fija el
porr:entaje de gastos generales que ha de aplicarse en
los proyectos de ohr"" del Departamento al que se
refiere el artículo 68, aparta<ÚJ 1, aj, del Reglamento
General de ContratacIón del Estado. Real Decreto
982/1987, de 5 de junio.

Por Rea1 Deereto 982/1987, de 5 de junio (<<Boletín Oficial del
Estado» de 30 de julio), se modifican los artículos 67 y 68 del

El presente Convenio entrará en vigor el 18 de abril de 1988,
noventa días después del Canje de los Instrumentos de Ratifica­
ción, según se establece en su articulo 27. El Aeta de Canje fue
firmada en Madrid el 19 de enero de 1988 y en ella se contiene una
declaración conjunta sobre el apartado 1 del artículo 2 del
Convenio, por lo que se procede asimismo a su publicación.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 3 de febrero de I988.-EI Secretario general Técnico del

Minist~rio de Asuntos Exteriores, José Manuel Paz y Agüeras.
«Boletín Oficial del Estado» de 6 de enero de 1988.
En la página 392, artículo 2,·, donde dice: «se dictarán las

medidas eomplementarias», debe decir: «se dietarán las aclaracio­
nes y medidas complementarias».

En la página 394, capítulo 97,
donde dice:

«REPERTORIO DE MERCANClAS

SECClON o. VARIOS

Capítulo O. Varjos

Pasajeros bloque l.
PllSl\jeros bloque ll.
Pasajeros bloque lll.
S Sacas de correos.
I Mereanelas inutilizadas para destruir.
Mercancías en tránsito sin clasificar.»

0001
0002
0003
0010
0011
0020

3902 CORRECCION de errores de la Orden de 30 de
diciembre de 1987 por la que se ap11U!ba el nuevo
repertorio para la aplicación de la tarifa G-] «Mercan-
das y pasajeros», del sistema portUQTlO dependiente de
la Administración del Estado.

Advertidos errores en el texto de la cilada Orden, publicada en
el ~Boletín Oficial del Estado~ números 5, 6, 7, 8 Y9, de feehas 6,
7, 8, 9 Y 11 de enero de 1988, respectivamente, se transcriben a
continuación las oportunas rectificaciones:

Por el Gobierno de la República
Federal de Alemania

Guido Brunner

Por el Gobierno del Reino
de España

Fernando Perpiflá Robert


